
 

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

PARTE ACTORA: **********1 

AUTORIDAD DEMANDADA: RECAUDADOR DE 

RENTAS DEL ESTADO EN TIJUANA, BAJA 

CALIFORNIA 

EXPEDIENTE:  344/2017 SS 

 

Tijuana, Baja California, a veintidós de agosto de dos mil diecinueve. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA, que se emite para resolver los autos del 

Juicio Contencioso Administrativo número 344/2017 SS, promovido 

por **********1, en contra de la autoridad Recaudador de Rentas 

Municipal del Estado en Tijuana, Baja California, mediante la cual se 

declara la nulidad del acto impugnado, bajo los siguientes:  

 

A N T E C E D E N T E S 

 

1.- Que mediante escrito recibido el quince de febrero de dos 

mil diecisiete, compareció ante esta Sala **********1, instaurando 

demanda en contra del Recaudador de Rentas del Estado de 

Tijuana, Baja California, señalando como acto impugnado: El 

requerimiento de pago con número de folio **********2 de fecha 

**********3, emitido por la autoridad demandada, mediante el cual 

le requiere documentación y le impone la sanción de multa por la 

suma de $ **********4 pesos moneda nacional, por omisión de 

presentación de declaraciones del Impuesto sobre remuneraciones 

al trabajo personal del cuarto trimestre de **********3. 

 

2.- La parte actora señaló como hechos constitutivos de su 

demanda los que se indican en el escrito inicial y planteó los motivos 

de inconformidad que precisa en el mismo escrito de demanda, sin 

que sea necesario hacer su trascripción por no constituir una 

exigencia legal, ni ser causa de afectación a la esfera de derechos 

de la demandante. Tiene sustento lo anterior la tesis siguiente: 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS 

PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS 

DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. [J]; 9a. Época; 2a. 

Sala; S.J.F. y su Gaceta; XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830.  

 

3.- Por auto de fecha seis de septiembre de dos mil diecisiete, 

se admitió la demanda, ordenándose emplazar a la autoridad 

demandada, quien dio contestación a la misma mediante escrito 

recibido el veintiocho de noviembre de dos mil diecisiete.  

 

4.- En fecha veintidós de noviembre de dos mil dieciocho,                                      

se llevó a cabo la audiencia de ley, citándose a las partes para 

sentencia. 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

I.- Competencia.- Esta Sala es competente por materia para 

conocer del presente juicio en relación con el acto consistente en la 

determinación de un crédito fiscal estatal en virtud de tratarse de un 

acto de naturaleza fiscal emitido por una autoridad municipal, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 22 fracción II de la Ley 

del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, aplicable 



 

 

al caso concreto en los términos del artículo tercero Transitorio de la 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California, en lo sucesivo Ley del Tribunal; asimismo, es competente 

por territorio, en virtud de que se promueve por un particular, quien 

señala un domicilio en la ciudad de Playas de Rosarito, mismo que 

se encuentra dentro de la circunscripción territorial de esta Sala, que 

fue fijada por Acuerdo del Pleno de este Tribunal, en sesiones de 

fechas treinta de junio de mil novecientos noventa y cuatro, y seis de 

septiembre de mil novecientos noventa y siete, de conformidad con 

lo dispuesto por los diversos artículos 17 fracción VI, 18 fracción II, 21 

y 23 de la citada ley. 

Conforme el artículo Transitorio Tercero del Decreto 100 

publicado en el Periódico Oficial del Estado, el siete de Agosto de 

dos mil diecisiete, este juicio al haberse iniciado con anterioridad a 

la entrada en vigor de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California, se substanciará y 

resolverá conforme las disposiciones aplicables vigentes a su inicio, 

es decir, la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 

Estado.  

La denominación del Tribunal, a partir del primero de enero de 

dos mil dieciocho, será Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, atento lo establece el artículo primero de la Ley 

publicada, según Decreto 100, de siete de agosto de dos mil 

diecisiete. 

 

II.- Existencia de los actos impugnados.- La existencia del acto 

impugnado, consistentes en la determinación a cargo del 

demandante del crédito fiscal con concepto de multa y 

requerimiento de obligaciones omitidas, quedó plenamente 

probada en autos, con el documento original exhibido por la parte 

actora, emitido por el Recaudador de Rentas del Estado en Tijuana, 

Baja California; consultables en las fojas 06 y 07 de autos. 

 

Instrumental pública que tiene valor probatorio pleno, de 

conformidad con los artículos 322 fracciones II y V, 323 y 405 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Estado, de aplicación 

supletoria a la materia contenciosa administrativa, como lo dispone 

el artículo 79 de la Ley del Tribunal, siendo eficaz para acreditar la 

existencia, términos y contenido del acto impugnado mencionado, 

en razón de no estar controvertida por ninguna otra probanza. 

 

III.- Legitimación y Procedencia.  

 

A.- La parte actora se encuentra legitimada tanto en el 

proceso como en la causa, en los términos de lo dispuesto por el 

artículo 31 fracción II inciso A de la Ley del Tribunal, toda vez que los 

actos impugnados se encuentran dirigidos precisamente al 

demandante, y con motivo de ellos se crea una obligación fiscal a 

su cargo, determinada en cantidad líquida, que lo obliga a su 

cumplimiento, o como en el caso, su impugnación. 

 

Asimismo, cuenta con interés jurídico para promover el juicio, 

de conformidad con lo dispuesto por el artículo 40 fracción II de la 



 

 

Ley del Tribunal, en virtud de que los actos impugnados ocasionan 

una lesión objetiva a sus intereses, al imponerle una obligación o 

carga tributaria. 

 

Consecuentemente, al no observarse de manera oficiosa la 

existencia de las causales de improcedencia contempladas en el 

artículo 40 de la Ley del Tribunal, se procede al estudio de los motivos 

de inconformidad planteados por la parte actora. 

  

IV.- Análisis de los Motivos de Inconformidad.- Se procede a 

analizar en primer término aquellos motivos de inconformidad que 

conlleven al análisis del fondo de la litis, en la medida en que si estos 

resultan fundados y operantes, se resuelve en definitiva la litis con un 

mayor beneficio hacia el particular. 

 

Son sustento de lo anterior los siguientes criterios: 

 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS 

QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA 

DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR 

BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 

GUANAJUATO). 

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de 

acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra 

encaminada a asegurar que las autoridades -órganos 

judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de 

manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que 

uno de los principios que consagra dicha garantía es el de 

exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los 

tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su 

conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse 

sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción 

I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que 

deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de 

congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto 

que en la citada ley no existe una disposición expresa que 

establezca el orden en que deben analizarse los 

conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra 

constreñido a ocuparse de todos los motivos de 

impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del 

actor, y preferentemente de los orientados a declarar la 

nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar 

fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el 

actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del 

acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de 

acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de 

completitud que ésta encierra. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 

ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO 

CIRCUITO. 

XVI.1o.A.T. J/9 



 

 

Amparo directo 61/2006. Martha Leticia Aguirre Vaca. 19 

de mayo de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Lorenzo 

Palma Hidalgo. Secretario: Juan Antonio Gutiérrez Gaytán. 

Amparo directo 355/2006. ----------. 5 de enero de 2007. 

Unanimidad de votos. Ponente: Lorenzo Palma Hidalgo. 

Secretaria: Angélica María Merino Cisneros. 

Amparo directo 490/2007. Juan Manuel Araujo Betanzos. 6 

de mayo de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Lorenzo 

Palma Hidalgo. Secretario: Enrique Zamora Camarena. 

Amparo directo 214/2008. Orlando Mariano Navarro 

Calderón. 17 de octubre de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: José 

Juan Múzquiz Gómez. 

Amparo directo 33/2008. Ma. de Lourdes Yáñez 

Mondragón y otras. 11 de diciembre de 2008. Unanimidad 

de votos. Ponente: José Juan Múzquiz Gómez, secretario 

de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 

del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 

funciones de Magistrado. Secretario: Rogelio Zamora 

Menchaca. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época. Tomo XXX, Agosto de 2009. Pág. 1275. Tesis de 

Jurisprudencia.  

 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO INDIRECTO. EL 

ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE 

PREFERIR LOS RELACIONADOS CON EL FONDO DEL ASUNTO 

A LOS FORMALES, O BIEN, ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR 

BENEFICIO. 

La solución sustancial de los conflictos, en concordancia 

con los principios de congruencia y exhaustividad que 

rigen las sentencias de amparo, contenidos en los artículos 

77 y 78 de la ley de la materia, obliga al juzgador a analizar, 

en primer lugar, los conceptos de violación que puedan 

determinar la concesión de la protección federal con un 

efecto más amplio al que pudiese tener una violación 

formal. Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha establecido jurisprudencia en el sentido de que 

el estudio de los conceptos de violación que determinen 

la concesión del amparo directo debe atender al principio 

de mayor beneficio (tesis P./J. 3/2005 visible en la página 

5, Tomo XXI, correspondiente al mes de febrero de 2005, de 

la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, de rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN 

AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU 

CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR 

BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE 

AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA 

ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE 

REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES."). En ese tenor, 

se estima que en los juicios de amparo indirecto deben 

analizarse los conceptos de violación relacionados con el 

fondo del asunto con preferencia a los formales, o bien, 

estudiarse en primer término los que pudiesen otorgar un 

mayor beneficio al quejoso. 



 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

I.4o.A. J/83 

Amparo en revisión 335/2006. Andrés Martínez Genís y otro. 

25 de octubre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: 

Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Carlos Luis 

Guillén Núñez. 

Amparo en revisión 109/2007. Norma Inés Aguilar León. 16 

de mayo de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Jean 

Claude Tron Petit. Secretario: Alfredo A. Martínez Jiménez. 

Amparo en revisión 348/2009. Titular de la Secretaría de 

Relaciones Exteriores y otro. 19 de noviembre de 2009. 

Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-Loyola 

Pérez. Secretario: José Pablo Sáyago Vargas. 

Amparo en revisión 394/2009. Ricardo Pacheco Martínez y 

otro. 18 de marzo de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: 

Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Ernesto González 

González. 

Amparo en revisión 79/2010. Societé Air France. 15 de abril 

de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio 

Nazar Sevilla. Secretaria: Ángela Alvarado Morales. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época. Tomo XXXII, Julio 2010. Pág. 1745. Tesis de 

Jurisprudencia.  

 

En los hechos de su demanda, la parte actora niega tener la 

obligación de pago del Impuesto sobre Remuneraciones al Trabajo 

Personal trimestral del cuarto trimestre del año **********3, toda vez 

que tiene más de diez años que no tiene empleados. 

 

La Ley de Hacienda Municipal del Estado de Baja California, en 

relación al Impuesto sobre Remuneraciones al Trabajo Personal 

dispone: 

 

Del impuesto sobre remuneraciones al trabajo personal 

 

 Artículo 151-13.- Es objeto de este impuesto, la realización de 

pagos por concepto de remuneraciones al trabajo personal, 

prestado dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o 

dependencia de un tercero. 

 

Artículo 151-15.- Son sujetos del impuesto las personas físicas y 

morales que se encuentran domiciliadas en el Estado, o tengan en 

éste agencias, sucursales o representación y realicen los pagos por 

remuneración al trabajo personal prestado bajo la dirección y 

dependencia de un tercero. Así como las personas que no se 

encuentren domiciliados en el Estado, ni tengan en éste agencias, 

sucursales o representación y realicen pagos por remuneración al 

trabajo a personas que presten sus servicios de carácter personal en 

el Estado. 

 

Artículo 151-18.- Para efectos de este impuesto, se consideran 

erogaciones destinadas a remunerar el trabajo personal 

subordinado, los salarios y demás cantidades que se entreguen al 

trabajador como contraprestación por su trabajo. 



 

 

 No quedan comprendidas dentro de las remuneraciones 

objeto del impuesto, las prestaciones de previsión social, las 

participaciones de los trabajadores en las utilidades de las empresas, 

ni las indemnizaciones por terminación de la relación laboral. 

 Para los efectos de este impuesto, se considera previsión 

social, las erogaciones efectuadas por los patrones de manera 

general a favor de sus trabajadores que tengan por objeto satisfacer 

contingencias o necesidades presentes o futuras, así como el 

otorgar beneficios a favor de dichos trabajadores, tendientes a su 

superación física, social, económica o cultural, que les permitan el 

mejoramiento en su calidad de vida y en la de su familia. 

 

 Artículo 151-20.- Son obligaciones a cargo de los sujetos que 

realizan los pagos gravados por este impuesto, y de los responsables 

solidarios: 

 I. Empadronarse en la oficina de Recaudación de Rentas del 

Estado de su jurisdicción, dentro de los diez días siguientes a la fecha 

en que se efectúen las operaciones gravadas por este impuesto, 

tratándose de los responsables solidarios; 

 II.- Presentar la declaración mensual o trimestral según 

corresponda, para el pago del impuesto; y 

 III.- Las demás que impongan otras disposiciones fiscales. 

 

El artículo 107 del Código Fiscal del Estado de Baja California 

dispone que los actos y resoluciones de la Autoridades Fiscales se 

presumirán legales, sin embargo, dichas autoridades deberán 

probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el 

afectado los niegue lisa y llanamente, a menos de que la negativa 

implique la afirmación de otros hechos. 

 

El demandante en su escrito inicial de demanda de fecha 

quince de febrero de dos mil diecisiete, niega lisa y llanamente 

haber tenido empleados por un periodo mayor a diez años, por lo 

que correspondía a la autoridad demandada acreditar que 

efectivamente, durante el periodo respecto del cual se le determina 

como obligación presentar declaración trimestral respecto de este 

impuesto y una sanción pecuniaria por no  haberla presentado 

oportunamente, el demandante hacía pagos a empleados en 

concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado, 

prestado dentro del territorio del Estado. 

 

La autoridad demandada no rindió prueba alguna al respecto. 

 

Respecto a los argumentos expuestos por la autoridad 

demandada en su escrito de contestación de demanda, es de 

precisar que, contrario a lo sostenido por dicha autoridad, del escrito 

de demanda, en particular en el hecho en que el actor niega ser 

sujeto del impuesto, negando lisa y llanamente haber tenido 

empleados respecto del periodo referido en el acto impugnado,  no 

se advierte que su negación lleve implícita otra afirmación. La 

autoridad no refiere ni especifica cuál afirmación es la que lleva 

implícita la negativa del demandante de tener empleados. 

 

Las tesis referidas por la autoridad son inaplicables al caso 

concreto, en la medida en que se refieren a negativas respecto de 

la imposición de firmas autógrafas y/o facsimilares o de alguna otra 



 

 

persona, circunstancia que no se adecua al caso concreto, porque 

el demandante nunca se refiere a la firma que calza el acto 

impugnado. 

 

No pasa desapercibido para esta  Sala que, contrario a lo 

esgrimido por la autoridad demandada, el acto impugnado sí 

ocasiona una lesión objetiva al demandante, en la medida en que 

le impone una sanción pecuniaria por falta de presentación de 

declaraciones trimestrales por el Impuesto referido; y por otra parte 

el demandante sí introdujo al litigio el hecho de ser o no sujeto del 

impuesto mencionado, pues resulta jurídicamente lógico pensar y 

concluir que si no se acredita que es sujeto del impuesto o que se 

hicieron las erogaciones objeto del Impuesto,  entonces tampoco 

tiene la obligación de presentar las declaraciones al respecto, es 

decir, no le corresponde presentar declaración trimestral cuyo 

incumplimiento se le atribuye y por el cual se le impuso una sanción 

económica determinada en cantidad líquida. 

 

En razón de lo ya resuelto, y de la naturaleza de fondo del 

motivo de inconformidad declarado fundado, se hace innecesario 

el análisis de los diversos motivos de inconformidad. 

 

Por lo antes expuesto y con fundamento en los artículos 81, 82 

fracciones I, II y II y 83 fracción IV de La Ley del Tribunal, es de 

resolverse y se  

 

R E S U E L V E 

 

ÚNICO.- Atento a lo establecido en el considerando IV, de este 

fallo, y con fundamento en el artículo 83 fracción IV de la Ley del 

Tribunal, se declara la nulidad de los acto impugnados, y se 

condena a la autoridad demandada Recaudador de Rentas del 

Estado de Baja California en Tijuana, a dejarlos sin efectos, con todas 

sus consecuencias legales. 

 

Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la 

autoridad demandada.  

 

Así lo resolvió la Licenciada Flora Arguilés Robert, Magistrada Titular 

de la Segunda Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California; y firmó ante la presencia de la Secretaria de 

Acuerdos Licenciada Norma Patricia Bravo Castro, quien da fe. 



 

 

 

 

1 

ELIMINADO: Nombre, con 3 en página 1. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

 

 

 

2 

ELIMINADO: Folio, con 1 en página 1.  

              Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

 

3 

ELIMINADO: Fecha, con 3 en página 1 y 5.  

              Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

4 ELIMINADO: Cantidad, con 1 en página 1.  

              Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se 

realiza en virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el 

consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

LA SUSCRITA, AZUCENA MARGARITO ALCARAZ, SECRETARIA DE 

ACUERDOS DEL JUZGADO SEGUNDO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ---------------------

------------------------------------------- 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD, CORRESPONDE A UNA 

VERSIÓN PÚBLICA DE LA RESOLUCIÓN DICTADA POR LA MAGISTRADA 

TITULAR DEL JUZGADO SEGUNDO, DE FECHA VEINTIDOS DE AGOSTO DE 

DOS MIL DIECINUEVE, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 344/2017 SS, EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE 

SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE 

MEDIANTE LA UTILIZACION DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 

SIETE FOJAS ÚTILES. ----------------------------------------------------------------------------

--------------------- 

LO ANTERIOR CON APOYO EN LOS ARTÍCULOS 80, 83, FRACCIÓN VI, 

INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACION 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA Y 15 DEL REGLAMENTO 

DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE 

BAJA CALIFORNIA, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA. LO QUE SE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS 

LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE TIJUANA, BAJA 

CALIFORNIA, A DIECISIETE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTICUATRO. 

DOY FE. —---------------------------------------------------------------------------------------- 

liz/17-09-2024 

 

 

 
 

 

 


